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Estatuto orgánico de la justicia constitucional

1 NORMAS REGULADORAS DEL CONTROL
DE CONSTITUCIONALIDAD

En realidad, la Constitución Nacional Argentina no regula el control de
constitucionalidad. Del mismo modo que su modelo en cuanto a la par-
te orgánica se refiere, la Constitución de los Estados Unidos, ha sido la
jurisprudencia de la Corte Suprema quien ha ido delineando los contornos
y reglas en que dicho control se desenvuelve. Muchos preceptos han me-
recido, sin embargo consagración legislativa.

La Constitución, en su capítulo segundo de la sección tercera de la Se-
gunda Parte, referida a las "Atribuciones del Poder Judicial" se limita a
fijar la competencia de los tribunales federales, que, según la propia
Constitución son "La Corte Suprema y los tribunales inferiores de la
Nación". De ese modo, el artículo 116 enumera las materias de com-
petencia de la Justicia Federal en las que la Corte Suprema intervendrá
sólo en grado de apelación, en tanto que el artículo 117 establece los
casos en que la competencia de la Corte Suprema se ejercita de ma-
nera originaria y exclusiva, siendo tales casos "los asuntos concernien-
tes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros y en los que una
Provincia fuera parte".

En sentido estricto, el denominado "recurso extraordinario de consti-
tucionalidad" está regulado en la ley n° 48 del 26 de agosto de 1863,
artículos 14, 15 y 16 Por el mismo es posible llegar en vía de apela-
ción a la Corte Suprema, una vez agotada la instancia ante el superior
tribunal de la causa. Los supuestos de procedencia son tres, pudiendo
tratarse de una "cuestión federal simple" (interpretación) o de "cues-
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tiones federales complejas" (conflicto de normas). En el último caso,
cuando estén en disputa normas de derecho común con preceptos cons-
titucionales y cuando un acto de una autoridad local esté controverti-
do con una norma de la Constitución Nacional, (art. 14 ley 48)

Fuera de los casos mencionados, el recurso extraordinario sólo es pro-
cedente en los supuestos de "arbitrariedad" y de "gravedad institu-
cional", que no se encuentran legislados y que son producto de la ela-
boración "pretoriana" de la Corte Suprema.

La ley 23.174 del año 1990, en su artículo 2o estableció una suerte de
"writ of certiorari" al permitir la sana discreción de la Corte Suprema
en el rechazo "in limine" del recurso extraordinario, a través de una
modificación de los artículos 280 y 285 del Código Procesal que ha te-
nido gran trascendencia en la práctica.

Finalmente, la Constitución Nacional reformada en el año 1994 ha
consagrado expresamente la acción de amparo como procedimiento
sumario en el artículo 43, que si bien existía desde el año 1957, tam-
bién lo era por creación judicial. El artículo 43 de la Constitución re-
formada establece expresamente que "en el caso, el juez podrá de-
clarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u
omisión lesiva".

2 MODALIDAD DE CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD VIGENTE:
CONTROL DIFUSO Y CONTROL CONCENTRADO

El control de constitucionalidad es difuso, de forma tal que todo Juez,
ya sea que forme parte de la Justicia Federal o del Poder Judicial de
cualquier Provincia, puede declarar "inconstitucional" una norma, siem-
pre que esto haya sido solicitado por la parte y que el tema forme par-
te del litigio.

La Corte Suprema de Justicia, que es el Superior Tribunal de la Na-
ción ejerce control de constitucionalidad en forma originaria y exclu-
siva en los casos del artículo 117 de la Constitución (ver punto 1.1.),
por apelación en las materias propias de la competencia de la Jus;ti-
cia Federal y por vía del "recurso extraordinario" en los casos descri-
tos en el punto 1.1.
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3 COMPOSICIÓN DEL ÓRGANO DE CONTROL
DE CONSTITUCIONALIDAD

La Constitución establece los requisitos para ser Juez de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación pero no fija el número de miembros,
materia que ha quedado librada a regulación legislativa. La ley 23.774
de 1990 elevó de cinco a nueve el número de miembros de la Corte.
La designación está a cargo del Poder Ejecutivo, con acuerdo del Se-
nado. Los magistrados del Alto Tribunal son inamovibles mientras du-
re su buena conducta y sólo pueden ser destituidos mediante el meca-
nismo del juicio político. Al igual que todos los miembros de Poder Ju-
dicial, del que la Corte Suprema es cabeza, gozan del privilegio de in-
tangibilidad de sus remuneraciones.

4 ORGANIZACIÓN INTERNA DEL ÓRGANO DE CONTROL
DE CONSTITUCIONALIDAD

El artículo 113 de la Constitución Nacional establece que es facultad
de la Corte Suprema dictar su reglamento interior y nombrar a sus em-
pleados. Fue suprimida, en cambio, la potestad de dictar su reglamen-
to económico, la que fue asignada por el constituyente al Consejo de
la Magistratura, incorporado como novedad en el artículo 114 y que
aún no ha sido constituido.

La designación del Presidente corresponde al propio cuerpo, conforme lo
indica el artículo 1 de la ley 23.774 que sustituye al artículo 25 del decreto
ley 1285/58. El actual Presidente es el Dr. Julio Salvador Nazareno y los res-
tantes Ministros son los Doctores Eduardo Moliné O Connor, Carlos San-
tiago Fayt, Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi, Adolfo R.
Vázquez, Antonio Boggiano, Guillermo A. F. López y Gustavo A. Bossert.

Se trata de un órgano colegiado que toma sus decisiones por simple
mayoría, desempatando el voto del Presidente. Los votos disidentes son
publicados a continuación de las sentencias. La Corte no tiene división
en salas y todas sus decisiones son tomadas en pleno.

Su organización interna es definida en una numerosa cantidad de "acor-
dadas" que toma el tribunal en ejercicio de su facultad de superinten-
dencia y cuenta con una importante infraestructura de apoyo adminis-
trativo a tal efecto.
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5 SEDE DEL ÓRGANO
DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL

La sede de la Corte Suprema de Justicia de la Nación se encuentra ubi-
cada en el Palacio de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, calle Talcahuano
550 4o piso. La Secretaria Letrada de Informática es la Dra. Elena M.
Campanela (tel. 379-1355/7, 379-1351) y el Subdirector General el Li-
cenciado Jorge Carlos Alter (Fax: 371 -9931).

Funciones de la justicia constitucional

1 CONTROL DE CONSTITUCIONAUDAD
DE NORMAS

1.1. Tipo de normas susceptibles de ser sometidas
a control de constitucionalidad

En el sistema constitucional argentino, el principio es que todos los ac-
tos emanados de los poderes públicos están sujetos a control de cons-
titucionalidad, en orden a que el artículo 31 de la norma fundamental
consagra el principio de supremacía constitucional. De ese modo, el
control se extiende, tanto a las leyes, como a los decretos del Poder Eje-
cutivo y, también, a las sentencias judiciales en orden al supuesto de
"arbitrariedad" ya descrito en el punto 1.1.

No existen categorías especiales de leyes, como el caso de las "leyes
orgánicas" en España ni tampoco leyes de desarrollo constitucional, ra-
zón por la que todas las leyes están sometidas a los mismos principios
en lo que a control se refiere, principios que también son extensivos a
los actos del Poder Ejecutivo.

Los tratados internacionales son igualmente susceptibles de control de
constitucionalidad por aplicación del mencionado principio de supre-
macía y, de hecho la Corte ha ejercitado el control sobre los mismos en
distintos casos, aún cuando predomina en la jurisprudencia más re-
ciente una clara afirmación del "monismo", consagrada también en la
reforma.

Sin embargo se ha planteado una discusión doctrinaria en torno del ar-
tículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional que ha otorgado "je-
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rarquía constitucional" a un número cerrado de tratados internaciona-
les sobre derechos humanos. Para un importante sector de la doctrina,
la "jerarquía constitucional" otorgada a esos tratados los excluiría del
control de constitucionalidad.

1.2. Tipos de procedimientos. A.- Control abstracto y control
concreto B.- Control previo a posteriori

A. En la República Argentina son aplicables al control de constitucio-
nalidad, en cuanto a su procedencia, las mismas reglas exigidas por la
Suprema Corte de los Estados Unidos.

Así lo ha determinado la Corte Suprema argentina a lo largo de cente-
nas de fallos en los que se ha ¡do perfilando este poder implícito de los
Tribunales. Tampoco entre nosotros los tribunales pueden emitir meras
opiniones; deben decidir "casos o controversias", tampoco pueden pro-
nunciarse en casos abstractos; el que alega la inconstitucionalidad de-
be estar legitimado para ello, sólo puede plantearse la inconstitucio-
nalidad como defensa, y el efecto del control no es derogatorio de la
ley, el juez se limita a no aplicarla en el litigio correspondiente.

El "leading case" en la materia es la vieja jurisprudencia de la Corte,
nacida el la causa "Agustín de Vedia". De Vedia había sido detenido a
disposición del Poder Ejecutivo, por virtud del estado de sitio decreta-
do en abril de 1865. Como consecuencia de ello accionó ante la justi-
cia federal, reclamando ser puesto en libertad y aduciendo la inconsti-
tucionalidad del estado de sitio. Sin embargo, ya al momento de dic-
tarse sentencia en primera instancia, de Vedia había sido puesto en li-
bertad, lo que obstaba al tratamiento de la cuestión, tal como lo hizo
constar en su fallo el juez doctor Manuel Zavaleta. La Corte confirmó
por sus fundamentos la sentencia, la cual contiene todos los elemen-
tos necesarios para la definición de un caso abstracto.

B. No existe en el sistema jurídico argentino la posibilidad de ejercer el
control "previo" de constitucionalidad, razón por la que el mismo siem-
pre se ejerce en forma de control posterior. El artículo 116 de la Cons-
titución, siguiendo a su modelo, la sección 2da. del art. III de la Cons-
titución de los Estados Unidos, dice que la Corte y los Tribunales infe-
riores actúan en "causas" que versen sobre puntos regidos por la Cons-
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titución o las leyes del Congreso. La ley 27, en su art. 2°, reglamen-
tando esta norma, dispuso que la justicia federal nunca procede de ofi-
cio ejerciendo su jurisdicción solamente en los casos contenciosos en
que es requerida a instancia de parte. Fue necesario entonces ir elabo-
rando a través de la interpretación jurisprudencial qué debía entender-
se por "causa" o "caso" judicial, no solo porque ellos eran la sede na-
tural y única de la actividad del Poder Judicial, sino también en razón
de que sólo un caso o controversia constituía el ámbito estricto del con-
trol de constitucionalidad.

En ese sentido ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación "...Que
es un principio consagrado, legal y jurisdiccionalmente que a la justicia
federal no le es permitido decidir cuestiones abstractas, ni juzgar de la
inconstitucionalidad de una ley o decreto sino cuando se trata de su
aplicación a un caso contencioso porque es de la esencia del Poder Ju-
dicial el decidir colisiones efectivas de derechos y no hacer declaracio-
nes generales para fijar el alcance de leyes o decretos cuya sola sanción
no supone, por sí misma, lesión de derechos que puedan requerir el
amparo del Poder Judicial." (Fallos, 130-157).

1.3. Legitimados para activar el control de constitucionalidad

A través de distintos casos resueltos por la Corte se fue diseñando el es-
quema de la legitimación y las formas de planteamiento de la incons-
titucionalidad. Cabe destacar las siguientes reglas:

a) Debe probarse la existencia de un perjuicio efectivo sufrido por el
impugnante. Conforme jurisprudencia constante de la Corte, el intere-
sado, en la declaración de ¡nconstitucionalidad de una norma, debe de-
mostrar claramente de qué manera esta contraría la Constitución Na-
cional, causándole de ese modo un gravamen. Para ello, es menester
que precise y acredite fehacientemente en el expediente el perjuicio
que le origina la aplicación de la disposición, pues la invocación de agra-
vios meramente conjeturales resulta inhábil para abrir la instancia ex-
traordinaria. (Fallos 297:108; 299:368; 300:869; 300:1010; 301:866;
302:1013, entreoíros).

b) El perjuicio debe ser alegado por el propio titular del derecho afec-
tado. (Fallos: 254:162; 255:129)
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c) No resulta pertinente la impugnación de inconstitucionalidad, cuan-
do el objeto con que se la persigue no es la inaplicabilidad del texto ob-
jetado a la causa, sino el establecimiento de un régimen normativo dis-
tinto, lo cual es de incumbencia del legislador. (Fallos 255:262; 264:206).

d) Para la pertinencia de una declaración de inconstitucionalidad es
preciso que se dicte una sentencia de condena, es decir, que se reco-
nozca en favor del impugnante un derecho concreto (Fallos 264:206;
294:163).

e) Se ha establecido, también, la improcedencia de la tacha de in-
constitucionalidad articulada contra una ley, si la causa ha sido resuel-
ta por la aplicación de principios jurídicos diferentes, no siendo nece-
sario entrar al análisis de la ley impugnada. (Fallos 270:74).

f) La impugnación debe formularse contra la parte que causó el perjuicio
alegado. (Fallos 306:1283).

1 4. Rasgos generales del procedimiento

1.5. Valor de las sentencias

Cuando se declara la ¡nconstitucionalidad de una ley, la decisión sólo
tiene efectos respecto de las partes involucradas en el proceso judicial.
La decisión no se expande fuera del pleito y la ley sigue vigente. Es de
la esencia del Poder Judicial que los efectos de sus pronunciamientos
se limiten solamente a las partes intervinientes en los litigios, sin pro-
yectarse fuera de los mismos, siendo esta una de las consecuencias de
que el control de constitucionalidad deba ser ejercido dentro del mar-
co de un "caso o controversia". Así, ha dicho la Corte Suprema al re-
solver la causa "Rubén Malencky" el 13 de mayo de 1966: "... el efec-
to de la declaración de inconstitucionalidad es la prescindencia de la nor-
ma afectada por la tacha, para la solución del caso en que la cuestión
se ha propuesto..." (Fallos 264:364). La cuestión fue también clara-
mente explicada por Juan Bautista Alberdi en los siguientes términos:
"La Corte Suprema declara inconstitucionales a las leyes que lo son.
No las deroga porque no tiene el poder de legislar; derogar es legislar.
Declarada la ¡nconstitucionalidad de una ley, sigue siendo ley hasta que
el Congreso la deroga" ("Sistema Económico y Rentístico de la Con-
federación Argentina, según su Constitución de 1853". Escuela de Edu-
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cación Económica y Filosófica de la Libertad, Buenos Aires, 1979, cap.
III, art. 2°secc. XV p. 111).

Las sentencias de la Corte Suprema (jurisprudencia) cristalizan un pla-
no de producción jurídica sobre el que nadie puede volver, salvo el pro-
pio tribunal si en un caso posterior análogo cambia su criterio, y aún así,
la modificación no autoriza a sacudir retroactivamente la cosa juzgada
de las decisiones adoptadas al abrigo de la jurisprudencia anterior.

2 GARANTÍA DE LOS DERECHOS Y
LIBERTADES FUNDAMENTALES

2.1. Procedimiento específico para la garantía
de los derechos fundamentales

Sin perjuicio del control de constitucionalidad de carácter difuso que
ejercitan los jueces y del recurso extraordinario federal que correspon-
de resolver a la Corte Suprema de Justicia de la Nación en su carácter
de último intérprete de la Constitución en los casos mencionados del
artículo 14 de la ley 48 y en los supuestos de "arbitrariedad" y "gravedad
institucional" creados por la jurisprudencia; existe en nuestro sistema un
procedimiento excepcional y sumario como garantía de los derechos
fundamentales que es la denominada "acción de amparo".

La accjón de amparo también fue el producto de la elaboración "pre-
toriana" de la Corte Suprema en los fallos "Ángel Siri" (1957) y "Sa-
muel Kot" (1958), concediendo por primera vez esta garantía contra ac-
tos del poder público, en el primer caso, y contra actos de particulares,
en el segundo. La Corte entendió al amparo como una garantía implí-
cita en la Constitución {art. 33), considerando que todo derecho es ope-
rativo por el sólo hecho de estar en la Constitución. Sin embargo, la ley
16.986 que reglamentó el procedimiento del amparo contra actos del
poder público estableció que el amparo no era un medio idóneo para
declarar la inconstitucionalidad de leyes, decretos y ordenanzas (art.
2o), limitando su ámbito a la restitución de una situación de hecho.

Sin embargo, la jurisprudencia fue morigerando esa posición a partir
de distintos fallos. En 1967, en el caso "Outón" (267:215) consagró la
posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de normas de alcance
general en el amparo. La doctrina mayoritaria ratificó ese criterio pero
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la jurisprudencia mostró, empero, algunas vacilaciones hasta que la Cor-
te, en las postrimerías de 1990, en el fallo "Peralta, Luis Arcenio d Es-
tado Nacional (Ministerio de Economía y Banco Central) s/ amparo" ra-
tificó la posibilidad de ejercer el control de constitucionalidad dentro
del marco de una acción de amparo.

La Reforma Constitucional de 1994 incorporó de manera expresa la
garantía constitucional del amparo en el artículo 43 que forma parte
del nuevos capítulo de la primera parte denominado "Nuevos dere-
chos y garantías". El artículo regula el amparo como garantía genéri-
ca de los derechos constitucionales, incluyendo como especies parti-
culares del mismo al amparo colectivo (2a. parte del primer párrafo art.
43), el "habeas data" (3er. párrafo art. 43) y el "habeas corpus" (4°
párrafo art. 43), que por ser especies de un mismo género, participan
de los mismos principios aplicables al amparo en materia de control
de constitucionalidad.

Según lo expresa el artículo 43 de la Constitución "... En el caso, el juez
podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el
acto u omisión lesiva...".

En cuanto al procedimiento del juicio de amparo, el mismo tiene ca-
rácter sumarísimo, siendo los plazos de interposición, contestación de
demanda, prueba y sentencia, muy abreviados. La interposición por sí
misma de la acción de amparo no suspende el acto impugnado, a me-
nos gue recaiga sentencia en tal sentido o que se haga lugar a una me-
dida cautelar de "no innovar". La sentencia en el juicio de amparo es
apelable en ambos efectos.

2.2. Actos susceptibles de ser sometidos a la jurisdicción
del órgano de control de constitucionalidad

Conforme reza el texto del artículo 43, incorporado a la Constitución
Nacional en 1994, "Toda persona puede interponer acción expedita y
rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial mas idó-
neo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particu-
lares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o ame-
nace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías re-
conocidos por esta Constitución, un tratado o una ley ."
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La norma contempla tanto el caso de actos de los poderes públicos co-
mo los actos de particulares. Normalmente el amparo procede contra
actos de poderes públicos, ya que es desde allí de donde suelen provenir
la mayor cantidad de vulneraciones a los derechos constitucionales. La
amplitud de la fórmula constitucional ha llevado a los juristas que sos-
tienen las tesis más generosas en cuanto a extender la aplicación del
amparo, que el mismo también sería procedente contra las sentencias
del Poder Judicial si se diera el supuesto de "arbitrariedad". Una posi-
ción más moderada, en cambio entiende que sólo podría caber el am-
paro contra actos de tipo administrativo del Poder Judicial pero no fren-
te a su actividad puramente jurisdiccional que sólo puede ser objeto de
revisión por los recursos ordinarios. El amparo es procedente, en lo que
a actos del poder público se refiere, tanto contra leyes como contra de-
cretos del poder ejecutivo, no siendo requisito de procedencia el ago-
tamiento previo de la vía administrativa, según se estableció en la reciente
reforma constitucional.

La procedencia del amparo contra actos de particulares es tradición
constitucional en la Argentina desde 1958 encontrándose regulado ese
procedimiento específico en el Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación bajo la forma del procedimiento sumarísimo. En la actualidad,
cobra especial relevancia esta modalidad toda vez que habilita la inter-
posición de la acción contra las empresas de servicios públicos privati-
zados y otras formas especiales de monopolios que conforman los de-
nominados "poderes privados".

Finalmente, es de destacar que la nueva amplitud otorgada al amparo
en la Constitución hace procedente la acción no sólo cuando esté en
juego derechos y garantías reconocidos por la Constitución, sino, ade-
más, a los que estén reconocidos por una ley o por un tratado. Esta úl-
tima posibilidad tiene singular importancia en tanto el constituyente
otorgó "jerarquía constitucional" a una lista de tratados sobre Dere-
chos Humanos que enumera el artículo 75 inciso 22 de la Constitución.

2.3. Sujetos legitimados para la interposición del recurso

Como resulta del texto transcrito "ut supra", quienes pueden interpo-
ner el amparo son las personas, término de gran amplitud que incluye
las categorías de ciudadano, habitante y extranjeros, sean estos resi-
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dentes o de mero tránsito, como ha consagrado a la jurisprudencia y se
encuentren afectados los derechos fundamentales . Como es lógico,
por otra parte, el término "persona" es tanto comprensivo de las per-
sonas físicas como de las personas jurídicas.

La jurisprudencia tradicional en la materia ha exigido la vulneración de
un derecho subjetivo como requisito de procedencia del amparo. Este
requisito, sin embargo, ha sido morigerado expresamente por la Con-
vención Constituyente de 1994 que para el caso de los denominados
"derechos de incidencia colectiva" (2° párrafo primera parte artículo
43) otorga la legitimación al afectado, al Defensor del Pueblo y a las
asociaciones que se registren conforme a la ley y que tengan por obje-
to la protección de los derechos de incidencia colectiva (derechos que
protegen el ambiente, la competencia, usuarios y consumidores).

Para el caso particular del "habeas corpus", y habida cuenta de que el
mismo tiene por objeto específico la garantía de la libertad física, la ac-
ción puede ser interpuesta "... por el afectado o por cualquiera en su
favor...", contemplándose no sólo la efectiva restricción de la libertad
física sino también el agravamiento de las condiciones de una detención,
como el caso específico de la desaparición forzada de personas.

2.4. Efectos de las sentencias en este t ipo de procedimientos

La sentencia que recae en el juicio de amparo hace cosa juzgada res-
pecto del amparo, lo que significa que la misma cuestión no puede
volver a replantearse en un nuevo proceso amparista, pero deja abier-
ta la posibilidad de promover igual cuestión por una vía judicial dife-
rente al amparo, si es que en el amparo se ha rechazado la pretensión
en él articulada por faltar algunos requisitos extrínsecos (por ej., ser
necesaria mayor amplitud de debate y prueba, o tratarse de cuestión
opinable, etc.)

La ley 16.986 establece al respecto un sistema según el cual la senten-
cia hace cosa juzgada respecto del amparo, dejando subsistente el ejer-
cicio de otras acciones o recursos que puedan corresponder, respecto
del mismo acto lesivo, con independencia de aquél.

Cómo también señalamos en otra parte, la sentencia recaída en el jui-
cio de amparo es apelable en ambos efectos.
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3 FUNCIONES DEL ÓRGANO DE CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD

EN ORDEN A LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DEL PODER

3.1. ¿Existe un procedimiento especifico para dirimir las
controversias entre el Estado central y los entes territoriales?
Principales características de dicho procedimiento

La Justicia Federal es competente para intervenir en todas las causas en
que la Nación sea parte (art. 116). Como también explicáramos en el
punto 1.1, la Corte Suprema interviene en grado de apelación, pero
existe un procedimiento especial, en el que la Corte Suprema intervie-
ne con competencia originaria y exclusiva que está contemplado en el
artículo 117 de la Constitución. Esta competencia originaria y exclusi-
va procede en dos casos: 1) en todos los asuntos concernientes a em-
bajadores, ministros y cónsules extranjeros: y 2) en los casos en que una
Provincia fuese parte.

El control de constitucionalidad en los conflictos interjurisdiccionales ha
sufrido limitaciones prácticas con la aplicación de la doctrina de las
"cuestiones políticas no judiciales" que ha establecido criterios juris-
prudenciales en materia de intervención federal, donde se aplica la doc-
trina del caso "Cullen d Llerena" que considera que no puede ser re-
visada por los jueces la procedencia de la medida.

3.2. Tipos de actos sometidos a dicha modalidad

Conforme la posición del profesor Germán Bidart Campos, las cuatro
causas en que el artículo 117 admite la jurisdicción originaria y ex-
clusiva de la Corte Suprema en materia de conflictos interjurisdiccio-
nales son las siguientes (conf. "Tratado Elemental de Derecho Cons-
titucional Argentino", tomo II, pag. 605. Ed. Ediar. Buenos Aires.
1993).

a) "provincia" con "provincia";

b ) "provincia" con "vecinos de otra provincia";

c ) "provincia" con ciudadano extranjero;

d) "provincia" con estado extranjero.
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3.3. Condiciones para el inicio de dicho procedimiento.
Poderes públicos, y en su caso particulares, legitimados para
iniciar el procedimiento

El artículo 24 del decreto-ley 1285/58 regula de la siguiente manera
la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema. Dice que
conocerá de tal forma: "En todos los asuntos que versen entre dos o
más provincias y algún vecino o vecinos de otra o ciudadanos o sub-
ditos extranjeros; de aquéllos que versen entre una provincia y un Es-
tado extranjero".

A los efectos del artículo, se consideran vecinos:

a) Las personas físicas domiciliadas en el país desde dos o más años
antes de la iniciación de la demanda, cualquiera sea su nacionalidad;

b) Las personas jurídicas de derecho público del país;

c) Las demás personas jurídicas constituidas y domiciliadas en el país;

d) Las sociedades y asociaciones sin personería jurídica, cuando la totalidad
de sus miembros se halle en la situación prevista en el apartado a)".

3.4. Efectos de las sentencias

Nos remitimos a lo ya expuesto en el punto 2.1.5. en tanto las senten-
cias que recaen en este tipo de juicios participan de las mismas carac-
terísticas generales de la demás sentencias en que la Corte Suprema
ejercita el control de constitucíonalidad.

4 OTRAS FUNCIONES DEL ÓRGANO DE CONTROL DE
CONSTITUCÍONALIDAD: CONTROL DE INCONSTITUCIONALIDAD

DE PARTIDOS POLÍTICOS, CONTROL DE ELECCIONES, JUICIO
POLÍTICO, ETC.

En la Argentina, las cuestiones electorales fueron consideradas, tradi-
cionalmente, políticas y ajenas, como tales, a la decisión de los Tribu-
nales. Durante largo tiempo, por expresa decisión judicial, los proble-
mas vinculados con los problemas internos de los partidos políticos, ofi-
cialización de las listas de candidatos, etc., estuvieron excluidos del con-
trol judicial. Sin embargo, esta es hoy en día una tendencia abandona-
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da, y puede decirse que las cuestiones electorales ya no integran el ca-
talogo de los asuntos retraídos de la revisión de los jueces. Así, en la
sentencia recaída en la causa "Partido Intransigente" (Fallos 284:446 del
26/12/72) se permitió a dicha agrupación partidaria oficializar listas de
candidatos a legisladores nacionales, en tanto que en "Frente Justicia-
lista de Liberación" (Fallos 285:410 del 14/5/73) la Corte dirimió, lisa y
llanamente una elección provincial.

La doctrina de las "cuestiones políticas" ha inhibido al Alto Tribunal de
entender en causas que se consideran propias de la órbita de los otros
poderes del Estado. Así ocurre con el denominado "juicio político" que
es materia propia del Poder Legislativo , los casos de "indulto y amnis-
tía", y la ya referida "intervención federal", entre otros. La jurispru-
dencia tradicional también consideró que era "cuestión política no ju-
diciable" la declaración del "estado de sitio", pero la ley 23 098 de há-
beas corpus dispuso la posibilidad de revisión por los jueces.

En materia de control del procedimiento de sanción de las leyes, la Cor-
te Suprema de Justicia argentina ha declinado ejercerlo, señalando que
"... sólo conoce acerca de las leyes una vez que ellas existen como ta-
les.." (Fallos 210:855 del 28/4/48). Entiende \a Corte que se trata de
una cuestión interna del Poder Legislativo y, mientras la ley tenga apa-
riencia de tal, mientras esté rodeada de los requisitos mínimos e indis-
pensable que condicionan su creación, como tal, no es asunto judicial
investigar su validez formal.


